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S E N T E N C I A  D E F I N I T I V A

San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, diecisiete de 
septiembre de dos mil veintiséis.

VISTO para dictar sentencia definitiva, los autos del 

juicio oral mercantil 4939/2025, promovido por ***** ***** 

********, contra  ********** ************** ******** 

******* ********* ** ******* ********* ******** 

********** ** ****** ********* ******* ** ********, en 

adelante ****, y,

R E S U L T A N D O S

PRIMERO. DEMANDA. Mediante escrito depositado el 

veintinueve de julio de dos mil veinticinco, en el Buzón 

Judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito en el Estado de Oaxaca, con sede en 

San Bartolo Coyotepec, y turnado a este órgano jurisdiccional 

el treinta siguiente,
1
  ***** ***** ********, por derecho 

propio, demandó, en la vía ordinaria mercantil, de la 

institución financiera ****, las prestaciones siguientes:

1 Fojas 2 a 11.
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SEGUNDO. REENCAUZAMIENTO DE LA VÍA. En auto de 

uno de agosto de dos mil veinticinco, emitido en el juicio 

ordinario mercantil  *********,
 
 se ordenó reencausar la vía 

en que se promovió la demanda a la vía oral mercantil, al 

considerarse que no era de cuantía indeterminada, pues se 

establece una prestación principal de carácter pecuniario, que 

constituye la suerte principal, en términos de lo establecido 

en el artículo 1390 Bis, del Código de Comercio.

TERCERO. ADMISIÓN Y EMPLAZAMIENTO. En auto de 

ocho de agosto de dos mil veinticinco,2 se admitió la 

demanda, se tuvieron por anunciadas las pruebas de la parte 

actora y se ordenó emplazar a la parte demandada, diligencia 

que tuvo verificativo el catorce siguiente3.

CUARTO. CONTESTACIÓN DE DEMANDA Y VISTA. Por 

acuerdo de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco,4 

se tuvo a  ****** ****** ******** *********, con el 

carácter de apoderado de  ****, contestando la demanda, 

con la que se dio vista a la parte actora; en proveído de 

veintisiete de enero de dos mil veintiséis,5 se declaró 

precluído el derecho que tenía el accionante para contestar la 

vista y donde también se señaló fecha para la celebración de 

la audiencia preliminar.

QUINTO. AUDIENCIA PRELIMINAR. El cuatro de 
agosto de dos mil veintiséis,6 se celebró la audiencia 

preliminar, en la que, entre otras cuestiones, se procedió a la 

calificación de las pruebas ofrecidas por las partes, así, en 

atención a que únicamente fueron admitidas pruebas que no 

requirieron desahogo, se decretó la concentración de la 

audiencia de juicio, por lo que se agotó la etapa de alegatos; 

2 Folios 72 a 76 ídem.
3 Folios 78 y 81 ídem.
4 Folios 87 a 91 ídem.
5 Folios 95 a 99 ídem.
6 Folios 116 a 121 ídem.
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y, se declaró visto el asunto; sin embargo, con la finalidad de 

analizar los medios de prueba desahogados y para estar en 

aptitud de emitir la sentencia correspondiente, se suspendió y 

se señaló diversa data para su continuación.

SEXTO. AUDIENCIA DE JUICIO –FASE DE DICTADO DE 

SENTENCIA-. El diecisiete de septiembre de dos mil 
veintiséis, se continuó con la audiencia de juicio, en la que 

se procedió al dictado de sentencia, lo que se hace en los 

términos siguientes:

C O N S I D E R A N D O S

PRIMERO. COMPETENCIA. Este Juzgado de Distrito 

en Materia Mercantil Federal en el Estado de Oaxaca, con 

residencia en San Bartolo Coyotepec, ejerce jurisdicción y es 

legalmente competente para conocer y resolver el presente 

asunto, tramitado en la vía oral mercantil, de conformidad con 

lo dispuesto por los artículos 104, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 

fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; y 3/2013, del aludido Pleno, de veintitrés de 

enero de dos mil trece, relativo a la determinación del número 

y límites territoriales de los Circuitos Judiciales en que se 

divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción 

territorial y especialización por Materia de los Tribunales de 

Circuito y de los Juzgados de Distrito; órgano colegiado 

sustituido por el actual Órgano de Administración Judicial, en 

términos de lo previsto por los párrafos segundo y sexto del 

artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos vigente.

SEGUNDO. VÍA. Es procedente la vía mercantil oral, 
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porque a través de ella la parte actora demanda la nulidad de 

un contrato de adhesión de crédito, así como la devolución 

de un excedente de pago. Es decir, se trata de actos de 

comercio, de acuerdo con el artículo 75, fracción XXV7, y se 

surte la hipótesis prevista en el artículo 1390 Bis, ambos del 

Código de Comercio8. Tiene aplicación a lo antes dicho la 

tesis III.2o.C.17 C (10a)9.

TERCERO. LEGITIMACIÓN. Dicho presupuesto 

procesal está acreditado, pues en relación con la parte actora 

***** ***** ********, figura como usuario y acreditado 

del servicio que brinda la demandada; mientras que la 

enjuiciada  ****, es a quien se atribuye la emisión del 

contrato base de la acción, en el que figura como financiera; 

por ende, válidamente podía oponerse a las prestaciones 

reclamadas.

CUARTO. FIJACIÓN DE LA LITIS. Para determinar cuál 

es la materia de controversia y, en consecuencia, los 

elementos de la acción, así como si éstos se acreditaron o si, 

por el contrario, se demostró alguna de las excepciones y/o 

defensas, es necesario acudir a los hechos invocados por la 

7 Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio:
[…]
XXV.- Cualesquiera otros actos de naturaleza análoga a los expresados en este 

código. 
[…].

8 Artículo 1390 Bis.- Se tramitarán en este juicio todas las contiendas mercantiles sin 
limitación de cuantía.
Contra las resoluciones pronunciadas en el juicio oral mercantil no procederá recurso 
ordinario alguno.
9 Emitida en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Libro XXVI, noviembre de 2013, tomo 2, página 1333, registro digital 2004929, de 
rubro: “JUICIO ORAL MERCANTIL. LA NULIDAD DE TÍTULOS DE CRÉDITO, SI 
BIEN CONSTITUYE UNA ACCIÓN DECLARATIVA, TIENE COMO OBJETO 
ESENCIAL DEL RECLAMO UNA PRESTACIÓN DE CARÁCTER ECONÓMICO Y, 
POR TANTO, DEBE CONSIDERARSE DE CUANTÍA DETERMINADA, PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE ESA VÍA”
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parte accionante como causa de pedir, y a lo aducido por la 

demandada en torno a ellos.

La parte actora aduce, en síntesis, lo siguiente:

a) Con la Financiera demandada, firmó un 

contrato de adhesión número  ************, por un 

préstamo de cuenta corriente por la cantidad inicial de 

$15,214.00.

b) En reiteradas ocasiones ha acudido a la 

Financiera, para establecer el monto de una 

reestructuración del adeudo, pues lo único que se 

encuentra pagando es el interés de entre $1,521.76 y 

$1,621.58 y le incluyen un abono de capital menor a los 

$300.00, con lo que mes con mes, está generando una 

usura, lo que le hace imposible solventarlo, pues es 

jubilado y persona adulta mayor.

c) Solicitó mediante un medio preparatorio a 

juicio, que la demandada presentara todos los 

documentos con los que acreditó los cargos respecto del 

préstamo solicitado y que debió quedar liquidado, sin 

embargo, la cuenta nunca disminuyó y siguió 

aumentando.

d) De los documentos remitidos por la 

demandada, solo comprueba la apertura de un crédito 

por la cantidad de $15,214.00, no así cantidades 

diversas, en un estado de cuenta que no tiene firma 

autógrafa de él, y que compruebe que exista otra deuda 

distinta a la que desde un primer momento manifestó 

existía.
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e) Desconoce préstamo alguno diferente a la 

cantidad firmada en el contrato de adhesión, y hay 

contradicciones en el contrato firmado en el que se 

establece el lapso a pagar y el monto de pago, lo que 

nunca concordó con los abonos dados, ni durante el 

tiempo pactado, mucho menos los intereses que 

generaría, demostrando usura y las malas prácticas 

mercantiles por parte de la financiera.

f) De las documentales exhibidas por la 

demandada en los medios preparatorios a juicio, se 

advierte el contrato de adhesión referido, la solicitud de 

crédito simple y un estado de cuenta, el cual no refleja ni 

sostiene el adeudo que manifiesta la entidad 

demandada, además, durante el citado procedimiento de 

medios preparatorios a juicio, la demandada no exhibió 

título mercantil que él haya suscrito por las diversas 

cantidades que se manifiestan en el mismo.

g) La demandada le realiza llamadas 

intimidatorias y a sus familiares, donde afirma que tiene 

un adeudo de más de cien mil pesos, sin acreditarlo y lo 

amenaza con llegar a realizar un embargo, sin que 

señale número de expediente y juzgado, y lo hace solo 

para intimidar y cobrar intereses usurarios.

Por su parte, el apoderado de la Financiera 

demandada, negó la procedencia de las prestaciones, y 

opuso las siguientes excepciones y defensas:

1. Incompetencia en razón del territorio.
2. Estricto derecho. 
3. Falta de acción y derecho para demandar 

a la moral demandada, porque el actor de forma 
expresa manifestó la existencia del contrato 
celebrado entre las partes, y no acreditó la falta de 
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requisitos de existencia del acto jurídico ni la licitud 
que pretende hacer valer, por lo tanto liberó a la 
moral demandada de la nulidad que pretende hacer 
valer.

4. Falta de acción y derecho para demandar 
a la moral demandada, porque el actor no acreditó la 
cancelación del contrato celebrado entre las partes, 
por lo que de conformidad a las manifestaciones 
realizadas en los hechos de la demanda, la moral 
demandada acreditó las únicas formas del contrato.

5. Mutatio libelli.
6. Sine actione agis.

Cabe mencionar que mediante determinación de 

dieciocho de marzo de dos mil veintiséis, el Tribunal 

Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito, declaró 

infundada la excepción de incompetencia.

Como sustento de las restantes excepciones aduce lo 

siguiente:

a. Es cierto el hecho uno, pues es cierto que el 

3 de marzo de 2017, celebró un contrato de apertura de 

crédito, que tiene la finalidad de poner a disposición una 

suma de dinero para que el cliente la utilice para cubrir 

necesidades y desde ese año, el actor tuvo conocimiento 

de todas las cláusulas del contrato, como es que 

cualquier cantidad que disponga del crédito otorgado, 

tiene la obligación de devolverla en el tiempo requerido, 

más los intereses y gastos que se generen, hecho lo 

anterior, podrá utilizar nuevamente el total de su crédito; 

además ese contrato por su naturaleza es indefinido. Al 

celebrarse ese contrato, ambas partes contaban con 

capacidad de ejercicio para obligarse y el actor expresó 

su voluntad o consentimiento en el mismo contrato, al 
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plasmar de puño y letra su firma autógrafa, para 

obligarse en términos de las cláusulas del contrato 

referido, en el que se estableció el objeto lícito del 

contrato y su contraprestación, lo que lo hace legal y no 

existe justificación alguna con la que se argumente su 

nulidad; sin que en el caso opera la cancelación o 

nulidad de ese contrato; toda vez que para cancelarlo 

puede ser mediante un acuerdo mutuo, por 

incumplimiento de alguna de las obligaciones, por 

vencimiento del plazo pactado o por otras causas 

previstas en la ley; además de acuerdo al principio de 

libertad contractual, las partes son libres de pactar lo que 

mejor les convenga, siempre que respeten las leyes, 

acordes al orden público y a la igualdad entre ellas; de 

ahí que la cancelación no opera en los términos 

pretendidos por el actor. También resulta improcedente 

la nulidad, pues para que se verifique es necesario le 

falte el consentimiento u objeto que pueda ser materia de 

él; por lo que tomando en cuenta que el actor reconoce 

la existencia del contrato, admite que se encuentran 

acreditados los requisitos de existencia y no acredita que 

exista la ilicitud en su acción, por lo que resulta 

improcedente ésta, en consecuencia, debe ser absuelta 

de las prestaciones reclamadas.

b. El hecho dos, no lo niega ni afirma por no 

ser propio; sin embargo, no cuenta con ninguna solicitud 

formal del actor, como tampoco remite documentación 

idónea con la que sustente sus afirmaciones; no acredita 

el actor los supuestos pagos que refiere, pues no señala 

modo, tiempo, lugar o medios por los que lo realizó; en el 

contrato de crédito que firmó el actor, se establece la 

prelación de los conceptos a los que se les debe aplicar 

las amortizaciones o pagos que se realicen al crédito.
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c. No se afirma ni niega el hecho tres, por no 

ser propio, además con los documentos exhibidos en los 

medios preparatorios a juicio, se acredita que el acto 

jurídico es válido y existente y no se encuentra en los 

supuestos de cancelación que refiere el actor.

d. El hecho cuatro, no lo afirma ni niega por no 

ser propio, pero desde la celebración del contrato de 3 

de marzo de 2017, a solicitud del mismo actor, ha 

realizado diversos aumentos a su línea de crédito, como 

son las realizadas el 31 de enero de 2018, el 1 de junio 

de 2019 (sic) y 30 de octubre de 2018; además debe 

resolverse en atención a lo solicitado por el actor, relativo 

a la cancelación o nulidad, con base en el principio de 

estricto derecho o litis cerrada.

e. El hecho cinco, no lo afirma ni niega por no 

ser propio, además de ser ambiguo o impreciso, pues no 

establece con precisión y claridad cuáles son las 

contradicciones que asevera existen en el contrato, lo 

que la deja en estado de indefensión, como tampoco 

establece con claridad cuando refiere a “malas 

prácticas”, no obstante, el contrato de otorgamiento de 

crédito está registrado en el sistema RECA de la 

CONDUSEF, por lo que se niega cualquier tipo de malas 

prácticas.

f. El hecho siete, es falso, además el actor no 

acredita con documento idóneo los hechos a los que 

hace referencia, pues en ningún momento señala fechas, 

medios de contacto o nombre de persona alguna que 

haya realizado las gestiones que asevera, lo que lo deja 

en estado de indefensión.
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QUINTO. ELEMENTOS DE LA ACCIÓN. Precisados los 

hechos que como causa de pedir invoca la parte actora y la 

postura defensiva de la institución demandada, se tiene lo 

siguiente:

I) El actor reclama la nulidad del contrato de apertura 

de crédito en cuenta corriente, de tres de marzo de dos mil 

diecisiete, número ************.

Respecto de la citada nulidad, cabe destacar lo 

siguiente:

La regulación normativa de la inexistencia y la nulidad 

de los actos jurídicos en la legislación civil federal, cuyo 

ordenamiento es de aplicación supletoria a la materia 

mercantil, así como de su interpretación por parte de la 

entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la ejecutoria mediante la cual resolvió la 

contradicción de tesis 6/2006-PS, en la que expuso lo 

siguiente:

En relación con la inexistencia de los actos jurídicos:

La validez de los actos jurídicos puede definirse como 

la existencia perfecta del acto, porque reúne sus elementos 

esenciales y no tiene ningún vicio interno o externo. 

En cuanto a los elementos esenciales, de conformidad 

con el artículo 2,224 del Código Civil Federal10, los actos 

jurídicos, que se definen como la manifestación de la 

voluntad para producir consecuencias de derecho, 

generalmente -salvo en casos como el matrimonio, en el que 

la solemnidad es un elemento de existencia-, necesitan para 

existir de dos elementos:

a) Existencia de consentimiento. 

b) Existencia del objeto. 

10 Artículo 2224. El acto jurídico inexistente por la falta de consentimiento o de objeto 
que pueda ser materia de él, no producirá efecto legal alguno. No es susceptible de 
valer por confirmación, ni por prescripción; su inexistencia puede invocarse por todo 
interesado. 
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Si esos elementos no concurren, entonces se está 

ante la inexistencia del acto correspondiente y, por ello, no es 

susceptible de surtir efectos jurídicos.

De esta manera, si se declara que un acto jurídico es 

inexistente, cualquier prestación que se hayan dado las 

partes del mismo queda insubsistente y, por tanto, deben 

restituirse mutuamente lo recibido en virtud del acto cuya 

inexistencia se declaró. 

Respecto a la nulidad de los actos jurídicos:

De la concurrencia de los elementos esenciales, para 

que un acto sea válido, no debe tener ningún vicio interno o 

externo, o de lo contrario se está ante un acto viciado de 

nulidad, supuesto en el cual el acto jurídico existe, pero no es 

eficaz, es decir, no produce efectos jurídicos.

Lo anterior tiene sustento en la tesis aislada de la 

Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

registro digital 242241, del Semanario Judicial de la 

Federación, Volumen 24, Cuarta Parte, página 13, de rubro: 

“INEXISTENCIA Y NULIDAD. DIFERENCIAS.”

                         

Asimismo, la entonces Primera Sala destacó que la 

legislación civil prevé una consecuencia para el caso de que 

los actos jurídicos tengan algún vicio que la propia ley 

establece como causante de invalidez, como sucede cuando 

el objeto es ilícito, no se observaron las formas legales para 

el acto, existe error, dolo o violencia en la manifestación de la 

voluntad o si las partes eran incapaces. En cualquiera de 
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esos casos, el acto jurídico en cuestión existe, pero esa 

existencia es imperfecta.

Esa existencia imperfecta de los actos jurídicos es lo 

que las leyes y la doctrina conocen como nulidad y no es 

otra cosa más que, por un lado, una sanción y, por el otro, 

una protección prevista por el legislador para el caso de que 

los actos jurídicos se realicen con algún vicio de los 

mencionados. 

La sanción o protección legislativa no tiene siempre las 

mismas consecuencias para cualquier clase de vicio. La 

legislación civil es clara al señalar que la nulidad de un acto 

jurídico puede ser absoluta o relativa, según lo establezca la 

ley.

Al respecto, el artículo 2,226 del Código Civil Federal11 

señala que la nulidad absoluta no impide que el acto 

produzca efectos de manera provisional, pero cuando se 

decreta la nulidad los efectos se destruyen retroactivamente.

En cuanto a los efectos que la nulidad produce, el 

artículo 223912 señala que la anulación de un acto jurídico 

constriñe a las partes a restituirse mutuamente lo que 

hubieren recibido derivado del acto jurídico anulado.

Entonces, puede demandarse la invalidez de los 

efectos de un acto jurídico porque carece de sus elementos 

esenciales o porque está viciado de una forma tal que la ley 

no permite que se produzcan las consecuencias de derecho 

válidamente.

Hasta aquí el estudio de la otrora Primera Sala del Alto 

Tribunal.

11 Artículo 2226. La nulidad absoluta por regla general no impide que el acto produzca 
provisionalmente sus efectos, los cuales serán destruidos retroactivamente cuando se 
pronuncie por el juez la nulidad. De ella puede prevalerse todo interesado y no 
desaparece por la confirmación o la prescripción.
12 Artículo 2239. La anulación del acto obliga a las partes a restituirse mutuamente lo 
que han recibido o percibido en virtud o por consecuencia del acto anulado.
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En relación con lo anterior, importa destacar el 

siguiente criterio emitido por la extinta Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que sostuvo 

que las diferencias entre la inexistencia y la nulidad absoluta 

son meramente teóricas, ya que el tratamiento otorgado por 

el Código Civil a las inexistencias es el de las nulidades.

Dicho criterio corresponde a la Sexta Época del 

Semanario Judicial de la Federación. Volumen XCVI, Cuarta 

Parte, página 67 registro digital 270028, que es del tenor 

siguiente: “NULIDAD E INEXISTENCIA. SUS DIFERENCIAS SON 

MERAMENTE TEÓRICAS.”. 

                            
De lo anterior se obtiene que, quien intente la acción 

de nulidad, debe probar los siguientes elementos:  

I) La celebración de un acto jurídico; y, 

II) Que no se surtieron los requisitos de existencia 
o validez de dicho acto.

Cobra aplicación la jurisprudencia VI.2o.C. J/31 (10a.) 

del Segundo Tribunal Colegiado en Cateria Civil del Sexto 

Circuito, consultable en Libro 62, Enero de 2019, Tomo IV, 

página 2045, Décima Época, con registro electrónico 

2018927 y epígrafe siguiente: “ACCIÓN PROFORMA Y 
NULIDAD DE CONTRATO. SUS DIFERENCIAS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).”
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El primero de esos elementos está acreditado, pues 

obra en autos el contrato de apertura de crédito en cuenta 
corriente, de tres de marzo de dos mil diecisiete, número 

************, con registro de contratos de adhesión 

número  *****************************, exhibido por el 

actor13, de ahí que goza de pleno valor probatorio de 

conformidad con el ordinal 1296 del Código de Comercio.

Se cita a lo anterior la tesis XI.2o.90 C, emitida por el 

Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito,14 de 

rubro: “DOCUMENTOS PRIVADOS. SU VALOR EN 
MATERIA MERCANTIL CUANDO NO SON OBJETADOS 
EN CUANTO A SU AUTENTICIDAD.”

Del citado contrato se advierte, la celebración de dicho 

acto jurídico entre el accionante como acreditado y la 

demandada como financiera u otorgante del crédito, al tenor 

de las declaraciones y cláusulas precisadas en dicho 

documento.

13 Folios 44 a 53 idem.
14 Registro digital: 191714; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena Época; 
Materia(s): Civil; Tesis: XI.2o.90 C; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo XI, junio de 2000, página 572; Tipo: Aislada.
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De ahí que, queda demostrado el primer elemento 

de la acción, en cuanto a la existencia del acto jurídico.

En cuanto al segundo elemento de la acción, no está 
acreditado.

En efecto, como se señaló anteriormente, la validez de 

los actos jurídicos se actualiza, cuando reúnen sus elementos 

esenciales y no tiene ningún vicio interno o externo.

En cuanto a dichos elementos esenciales, los actos 

jurídicos necesitan para existir del consentimiento y del 

objeto, pues de lo contrario, se está ante un acto viciado de 

nulidad, supuesto en el cual el acto jurídico no es eficaz, es 

decir, no produce efectos jurídicos.

Ahora, como se desprende del escrito de demanda, el 

actor al narrar el hecho uno, manifestó que firmó, junto con la 

demandada, el contrato de adhesión número ************, 

es decir, externó su voluntad para la validez del acto jurídico, 

como expresión de su consentimiento; sin que se haya 

demostrado lo contrario.

Además, dicha afirmación constituye una confesión 

judicial en términos de los arábigos 1211 y 1212 del Código 

de Comercio, aunado a que obra en una actuación judicial, 

conforme al diverso artículo 1294 del mismo ordenamiento 

legal.

De igual forma, como se advierte del citado contrato, 

tuvo como objeto el numerario, es decir, el monto del crédito 

autorizado, que en un inicio ascendió a la cantidad de 

$15,214.00 (quince mil doscientos catorce pesos 00/100 

moneda nacional); de ahí que el referido objeto del contrato, 
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también quedó acreditado; por ende, válido dicho acuerdo de 

voluntades.

Por tanto, no se evidencia la premisa pretendida por el 

actor, es decir, que no se surtieran los requisitos de 

existencia o validez de dicho acto y, por lo cual, no quedó 
probado el segundo elemento de la acción.

Por esas razones, se concluye que, no se demostró 
la nulidad del contrato base de la acción.

En consecuencia, resultan fundadas las excepciones 

que la demandada denomina como “estricto derecho” y 

“falta de acción y derecho para demandar a “****”, pues 
el actor de forma expresa manifestó la existencia del 
contrato celebrado entre las partes, y no acreditó la falta 
de requisitos de existencia del acto jurídico ni la licitud 
que pretende hacer valer, por lo tanto, liberó a “****” de 
la nulidad que pretende hacer valer”.

II) Por otra parte, como se señaló, el actor reclama 

también la cancelación del citado acuerdo de voluntades.

De ahí que los elementos de la acción, respecto de 

dicha prestación consisten en:

i) La existencia de la relación contractual.

ii) Que en el contrato respectivo, existan 
cláusulas relativas a la cancelación o terminación del 
contrato.

iii)  Si se actualizó alguna de las cláusulas que 
lleven a la cancelación o terminación del contrato.

El primero de esos elementos está acreditado, pues 

no existe controversia acerca de la relación contractual que 

vincula a ambas partes, derivada del contrato de apertura 
de crédito en cuenta corriente, de tres de marzo de dos 
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mil diecisiete, número  ************ , con registro de 

contratos de adhesión número  *************************

****, ya que, tanto en la demanda como en la contestación, 

aceptaron el vínculo establecido entre éstas; además el actor 

aceptó haberlo firmado y como se señaló, dicho contrato fue 

exhibido por el accionante, el cual fue valorado con 

antelación.

El segundo elemento también está demostrado, toda 

vez que en el citado contrato existen cláusulas expresas con 

relación a la terminación o cancelación del contrato.

En efecto, las citadas cláusulas establecen:

[…]

[…]
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[…]

[…]”

Como se advierte de las cláusulas del citado contrato, 

cuyas imágenes se insertaron, se convino entre las partes las 

causas por las cuales cualquiera de ellas, podían solicitar su 

terminación o cancelación; destacando, cuando la Financiera 

modifique el contrato y en caso de que el acreditado no esté 

de acuerdo, puede solicitar su terminación; también está 

facultado para solicitar por escrito y con firma autógrafa, en 

todo momento, la terminación anticipada de ese contrato, 
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pero debía cubrir el monto total del adeudo, incluyendo todos 

los accesorios financieros generados; de igual forma, podía 

solicitar por escrito la terminación del contrato, por conducto 

de otra entidad financiera, la cual debería abrir una cuenta a 

nombre del acreditado y remitir los documentos originales a la 

Financiera, en los que constara la manifestación de la 

voluntad de dar por terminada la relación contractual; así 

como se señalan las causas por las cuales la Financiera 

puede rescindir el contrato.

De ahí que, en el citado acuerdo de voluntades, se 

pactaron las causas por las cuales, cualquiera de las partes, 

podían dar por terminado o cancelar el contrato, por tanto, se 

actualiza el segundo elemento.

En cuanto al tercer elemento de la acción, no se 
encuentra acreditado en atención a lo siguiente:

De las pruebas existentes en autos, no se advierte 

alguna de la que se desprenda que el actor haya solicitado la 

terminación o cancelación del contrato de apertura de crédito 

en cuenta corriente, de tres de marzo de dos mil diecisiete, 

número  ************, en los términos ahí pactados, es 

decir, por escrito y con firma autógrafa, o en su caso, que 

ambas partes hayan celebrado algún acuerdo para dar por 

terminado el citado contrato o que alguna de ellas haya 

manifestado su intención de no renovar el contrato, por medio 

de un escrito y con firma autógrafa.

En efecto al accionante se le admitieron las pruebas 

siguientes:

1. Documental consistente en todas las actuaciones 
realizadas en el expediente *********, medios preparatorios 
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a juicio, del índice del Juzgado de Distrito en Materia 
Mercantil Federal del Decimotercer Circuito, con sede en San 
Bartolo Coyotepec Oaxaca; donde fueron exhibidos, por parte 
de la demandada, el contrato de adhesión *********** por 
un préstamo de cuenta corriente por la cantidad de 
$15,214.00 (quince mil doscientos catorce pesos); la solicitud 
de crédito simple y un estado de cuenta.

2. Documental consistente en la copia cotejada por el 
Notario Público Número **, con sede en Oaxaca de Juárez, 
Oaxaca, respecto de la credencial para votar a nombre de la 
parte actora.

3. Documental consistente en veintiséis copias 
simples de comprobantes de pago, en cuyo encabezado 
refiere ********** ************* ** ** ** ** ** ** ***** ** 
** *.

4. Instrumental de actuaciones.

5. Presuncional legal y humana.

Respecto de las pruebas documentales, si bien 

tienen valor probatorio en términos de los numerales 120515, 

123816, 124117, 129218, 129619 y 1390 Bis 4520 del Código de 

Comercio, al tratarse de documentales públicas y privadas, 

respectivamente, que no fueron objetadas por la parte 

15 Artículo 1205.- Son admisibles como medios de prueba todos aquellos elementos 
que puedan producir convicción en el ánimo del juzgador acerca de los hechos 
controvertidos o dudosos y en consecuencia serán tomadas como pruebas las 
declaraciones de las partes, terceros, peritos, documentos públicos o privados, 
inspección judicial, fotografías, facsímiles, cintas cinematográficas, de videos, de 
sonido, mensajes de datos, reconstrucciones de hechos y en general cualquier otra 
similar u objeto que sirva para averiguar la verdad.
16 Artículo 1238.- Documento privado es cualquiera otro no comprendido en lo que 
dispone el artículo anterior.
17 Artículo 1241.- Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno 
de los interesados, presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte 
contraria, se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido 
reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el que los 
presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a quien deba 
reconocerlos y se le dejará ver todo el documento, no sólo la firma.
18 Artículo 1292. Los instrumentos públicos hacen prueba plena, aunque se presenten 
sin citación del colitigante, salvo siempre el derecho de éste para redargüirlos de 
falsedad y para pedir su cotejo con los protocolos y archivos. En caso de 
inconformidad con el protocolo o archivo, los instrumentos no tendrán valor probatorio 
en el punto en que existiere la inconformidad.
19 Artículo 1296.- Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno 
de los interesados, presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte 
contraria se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido 
reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el que los 
presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a quien debe 
reconocerlos y se les dejará ver todo el documento, no sólo la firma.
20 Artículo 1390 Bis 45.- Los documentos que presenten las partes podrán ser 
objetados en cuanto su alcance y valor probatorio, durante la etapa de admisión de 
pruebas en la audiencia preliminar. Los presentados con posterioridad deberán serlo 
durante la audiencia en que se ofrezcan. (…)
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demandada en cuanto a su autenticidad; sin embargo, no 

tienen la fuerza probatoria para acreditar el extremo que se 

pretende, pues de ellas únicamente se advierte la existencia 

del contrato de apertura de crédito en cuenta corriente, de 

tres de marzo de dos mil diecisiete, de la solicitud de crédito 

por parte del accionante, de un estado de cuenta de dicho 

crédito, de una credencial para votar a nombre del actor y de 

la existencia de diversos comprobantes de depósito; sin que 

se acredite que el actor haya solicitado la terminación o 

cancelación del citado contrato de apertura de crédito en 

cuenta corriente.

En cuanto a las pruebas de instrumental de 
actuaciones y la presuncional legal y humana, que tienen 

valor probatorio pleno en términos de los numerales 129421 y 

130522del Código de Comercio; sin embargo, son ineficaces, 

dado que de las actuaciones diferentes a las ya examinadas 

no se advierte ni siquiera algún indicio de la que se 

desprenda que el actor haya solicitado la terminación o 

cancelación del contrato de referencia o en su caso, que 

ambas partes hayan celebrado algún acuerdo para dar por 

terminado el citado contrato; de ahí que al no existir prueba 

de dicha cancelación o terminación del contrato, no es 

humanamente factible deducir o inferir alguna consecuencia 

que sea ordinaria de ese hecho no demostrado, ello, bajo la 

concepción de que lo ordinario se presume y lo extraordinario 

se prueba.

Por tanto, no quedó probado el tercer elemento de 

la acción, por ende, resulta fundada la excepción opuesta por 

21 Artículo 1294.- Las actuaciones judiciales harán prueba plena.
22 Artículo 1305.- Las presunciones legales de que trata el art. 1281, hacen prueba 
plena.
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la parte demandada y que denominó como “falta de acción 
y derecho para demandar a “****”, pues el actor no 
acreditó la cancelación del contrato celebrado entre las 
partes (actor y demandado), por lo que de conformidad a 
las manifestaciones realizadas en los hechos de la 
demanda “****” acreditó las únicas formas de 
terminación del contrato”.

En atención a lo anterior, al ser fundadas las referidas 

excepciones, a nada práctico conduciría pronunciarse en 

relación a las restantes hechas valer que denomina la parte 

enjuiciada como “mutatio libelli” y “sine actione agis”, 

pues su estudio no cambiaría el sentido de lo determinado.

En consecuencia, lo procedente es absolver a la 

institución demandada de esa prestación, esto es, de la 

nulidad o cancelación del contrato de apertura de crédito 
en cuenta corriente, de tres de marzo de dos mil 
diecisiete, número ************, con registro de contratos 

de adhesión número *****************************.

SEXTO. USURA. De las prestaciones reclamadas y de 

los hechos narrados en el escrito de demanda, se advierte lo 

siguiente:

El accionante también reclama, la existencia de una 

usura en los intereses pactados, en el citado contrato de 

apertura de crédito en cuenta corriente, de tres de marzo de 

dos mil diecisiete, número  ************, con registro de 

contratos de adhesión número  *************************

****, respecto de los cuales refiere ha pagado, pero ha 

seguido aumentando su adeudo.

De igual forma, cabe destacar que el anterior análisis 

se realiza en términos de la jurisprudencia 131/2023 (11a.), 

aprobada por la entonces Primera Sala de la Suprema Corte 
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de Justicia de la Nación, de observancia obligatoria para este 

Juzgado de Distrito, en la que sostuvo en lo esencial que las 

cláusulas abusivas en un contrato de adhesión, como el que 

nos ocupa, son aquellas estipulaciones que causen un 

desequilibrio de derechos u obligaciones en perjuicio del 

usuario o consumidor y en las que éstos no han podido influir 

en su contenido ni negociar individualmente, dado que se 

determinan unilateralmente por las entidades proveedoras de 

bienes y servicios.

Que este tipo de contratación refleja la naturaleza 

asimétrica que existe entre las partes, pues el usuario o 

consumidor se encuentra en una situación de desventaja 

tanto en la capacidad de negociación como en el nivel de 

información o derivada de la necesidad de contratar algún 

servicio esencial o que represente un interés económico 

importante; de ahí, la importancia de compensar la situación 

de desequilibrio mediante la intervención del ordenamiento 

jurídico a través de controles administrativos o judiciales en 

favor de los consumidores afectados, especialmente cuando 

el objeto de la contratación afecte desproporcionadamente 

los derechos humanos de los usuarios

Por tanto señaló, que la celebración de contratos de 

adhesión debe ceñirse a las mejores prácticas mercantiles y 

estar sujeta al régimen de orden público y protección de los 

intereses colectivos, lo que implica la obligación de 

abstenerse de incluir cláusulas abusivas, conforme a lo 

establecido en los artículos 1o. de la Ley de Instituciones de 

Crédito y 3, 56, 56 Bis y 57 de la Ley de Protección y Defensa 

al Usuario de Servicios Financieros, así como de abstenerse 

de limitar injustificadamente los derechos de los usuarios o 
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establecer obligaciones indeterminables; por lo cual, las 

cláusulas abusivas resultan contrarias a los derechos 

humanos a la propiedad y a la protección de los intereses del 

consumidor en términos del artículo 28 constitucional.

El anterior criterio se encuentra contenido en la citada 

jurisprudencia, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación. Libro 29, Septiembre de 2023, Tomo II, 

página 1407, Materias(s): Civil, Constitucional, Undécima 

Época, con registro digital: 2027304, de rubro: “CLÁUSULAS 
ABUSIVAS EN CONTRATOS DE ADHESIÓN. SON 
ESTIPULACIONES QUE CAUSAN UN DESEQUILIBRIO DE 
DERECHOS U OBLIGACIONES EN PERJUICIO DEL 
USUARIO O CONSUMIDOR”.

Ahora, del citado contrato de apertura de crédito en 

cuenta corriente, de tres de marzo de dos mil diecisiete, 

número ************, y específicamente de la carátula del 
crédito, exhibidos por la parte actora, previamente valorados, 

se advierte que por intereses ordinarios se fijó una tasa 
anual fija de 89.00%.

En consecuencia, es menester examinar la citada 

tasa, a fin de determinar si son o no usurarios.

En efecto, de conformidad con lo sustentado por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

en las jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 
(10a.)23, cuando entre las prestaciones exigidas se plantee la 

23 Jurisprudencia 1a./J. 46/2014 (10a.), localizable en el Libro 7, Junio de 2014, Tomo 
I, Materia Constitucional y Civil, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, página 400, número de registro 2006794, que establece: “PAGARÉ. 
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relativa al pago de interés -ordinarios y/o moratorios-, el 

EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN 
DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN 
USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS 
AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]. Una nueva reflexión sobre el tema del interés 
usurario en la suscripción de un pagaré, conduce a esta Sala a apartarse de los 
criterios sostenidos en las tesis 1a./J. 132/2012 (10a.), así como 1a. CCLXIV/2012 
(10a.), en virtud de que en su elaboración se equiparó el interés usurario con el interés 
lesivo, lo que provocó que se estimara que los requisitos procesales y sustantivos que 
rigen para hacer valer la lesión como vicio del consentimiento, se aplicaran también 
para que pudiera operar la norma constitucional consistente en que la ley debe 
prohibir la usura como forma de explotación del hombre por el hombre; cuando esta 
última se encuentra inmersa en la gama de derechos humanos respecto de los cuales 
el artículo 1o. constitucional ordena que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar. Así, 
resulta que el artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, 
como fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se considera que 
ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la 
propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; pero además, 
dispone que la ley debe prohibir la usura. Por lo anterior, esta Primera Sala estima que 
el artículo 174, párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, que prevé que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se 
pactaran por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal, permite 
una interpretación conforme con la Constitución General y, por ende, ese contenido 
normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar intereses 
tiene como límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo 
sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; 
destacando que la adecuación constitucional del precepto legal indicado, no sólo 
permite que los gobernados conserven la facultad de fijar los réditos e intereses que 
no sean usurarios al suscribir pagarés, sino que además, confiere al juzgador la 
facultad para que, al ocuparse de analizar la litis sobre el reclamo de intereses 
pactados en un pagaré y al determinar la condena conducente (en su caso), aplique 
de oficio el artículo 174 indicado acorde con el contenido constitucionalmente válido 
de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción 
con que se cuente en cada caso, a fin de que el citado artículo no pueda servir de 
fundamento para dictar una condena al pago de intereses mediante la cual una parte 
obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de su contrario un 
interés excesivo derivado de un préstamo. Así, para el caso de que el interés pactado 
en el pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente excesivo y 
usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias de 
actuaciones, aquél debe proceder de oficio a inhibir esa condición usuraria 
apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre 
una tasa de interés reducida prudencialmente que no resulte excesiva, mediante la 
apreciación de oficio y de forma razonada y motivada de las mismas circunstancias 
particulares del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la 
vista el juzgador al momento de resolver.”
Jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.), localizable en el Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, 
Materia Constitucional y Civil, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, página 402, número de registro 2006795, que establece: “PAGARÉ. SI 
EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE 
EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS 
Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE 
OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE. El párrafo segundo del citado precepto 
permite una interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al prever que en el pagaré el rédito y los intereses que deban 
cubrirse se pactarán por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo 
legal; pues ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la 
permisión de acordar intereses no es ilimitada, sino que tiene como límite que una 
parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, 
un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, el juzgador que resuelve la litis 
sobre el reclamo de intereses pactados en un pagaré, para determinar la condena 
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juzgador que conozca del asunto está obligado a 
analizar, incluso de oficio, si dichos intereses son 
notoriamente excesivos o usurarios, en cuyo caso 
procederá a reducirlos de manera prudencial; ello desde 

la perspectiva de la protección de los derechos humanos que 

impone el artículo 1º de la Constitución Federal24, en relación 

con el artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos25, que prevé a la usura como una 

conducente (en su caso), debe aplicar de oficio el referido artículo 174, acorde con el 
contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a la luz de las condiciones 
particulares y los elementos de convicción con que se cuente en cada caso, para que 
dicho numeral no pueda servir de fundamento para dictar una condena al pago de 
intereses usurarios, por lo que si el juzgador adquiere convicción de oficio de que el 
pacto de intereses es notoriamente usurario acorde con las circunstancias particulares 
del caso y las constancias de actuaciones, entonces debe proceder, también de oficio, 
a inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para 
fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para 
que no resulte excesiva, mediante la apreciación razonada, fundada y motivada, y con 
base en las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones 
que válidamente tenga a la vista al momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar 
que constituyen parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente 
excesivo de una tasa de interés -si de las constancias de actuaciones se aprecian los 
elementos de convicción respectivos- los siguientes: a) el tipo de relación existente 
entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del 
pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad 
del crédito; d) el monto del crédito; e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías 
para el pago del crédito; g) las tasas de interés de las instituciones bancarias para 
operaciones similares a las que se analizan, cuya apreciación únicamente constituye 
un parámetro de referencia; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la 
vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que 
generen convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que tales 
circunstancias puede apreciarlas el juzgador (solamente si de las constancias de 
actuaciones obra válidamente prueba de ellos) para aumentar o disminuir lo estricto 
de la calificación de una tasa como notoriamente excesiva; análisis que, además, 
debe complementarse con la evaluación del elemento subjetivo a partir de la 
apreciación sobre la existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o 
desventaja del deudor en relación con el acreedor.”

24 “Artículo 1º. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su 
protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y 
bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley…”

25 “Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar 
tal uso y goce al interés social.
2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos 
y según las formas establecidas por la ley.
3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, 
deben ser prohibidas por la ley.”
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forma de explotación de la persona por la persona, que 

ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de 

manera abusiva sobre la propiedad de otra, un interés 

excesivo derivado de un préstamo.

Sin que lo anterior implique una transgresión a los 

principios de autonomía de las partes y libertad contractual 

previstos en el artículo 78 del Código de Comercio26, pues si 

bien es cierto en el documento como el que constituye la 

materia de la litis –contrato de apertura de crédito en cuenta 

corriente-, las partes se obligan en la manera y términos que 

aparezca que quisieron hacerlo, debe entenderse que tal 

libertad, en lo que respecta a la estipulación de intereses, 

tiene como límite que una de ellas no obtenga un beneficio 

excesivo o desproporcionado respecto de la otra, pues de lo 

contrario, se estaría ante una forma de explotación de la 

persona por la persona, lo cual transgrediría el derecho 

fundamental de propiedad previsto en el artículo 21 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Así pues, conforme a la segunda de las 

jurisprudencias antes invocadas -1a./J. 47/2014 (10a.)-, la 

calificación sobre si los intereses pactados son o no 

usurarios, debe resultar patente en función de las constancias 

que obren en autos, así como de las circunstancias 

particulares del caso; para ello, es necesario que el juez 
analice los elementos objetivos existentes, con base en 

los siguientes parámetros guía:

a) El tipo de relación que existe entre las partes;

26 “Artículo 78. En las convenciones mercantiles cada uno se obliga en la manera y 
términos que aparezca que quiso obligarse, sin que la validez del acto comercial 
dependa de la observancia de formalidades ó requisitos determinados.”
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b) La calidad de los sujetos que intervienen, así como 
si la actividad del acreedor se encuentra regulada;

c) El destino o finalidad del crédito;

d) El monto del mismo;

e) El plazo para pagarlo;

f) La existencia de garantías;

g) La tasa de interés empleada por las instituciones 
bancarias en operaciones similares a la que se analiza;

h) La variación del índice inflacionario nacional 
durante la vida del adeudo;

i) Las condiciones del mercado; y,

j) Otras cuestiones que generen convicción en el 
juzgador.

Dicho análisis debe complementarse con la 
evaluación de los aspectos subjetivos del caso, a fin de 

establecer si existe respecto de la parte deudora alguna 

situación de vulnerabilidad o desventaja en relación con la 

acreedora, o bien, apreciar de manera menos estricta lo 

excesivo de la tasa de interés, si es que no existen datos que 

revelen dicho estado de vulnerabilidad.

No obstante, como lo determinó la propia Primera Sala 

en la jurisprudencia 1a./J. 55/2016 (10a.),27 la evaluación 

objetiva de lo notoriamente excesivo de los intereses, no 

precisa de la evidencia de todos y cada uno de los elementos 

que conforman los parámetros guía, así como la del elemento 

27 Localizable en el Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, Materia Constitucional y 
Civil, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 
867, número de registro 2013067, que establece: “PAGARÉ. LO NOTORIAMENTE 
EXCESIVO DE LOS INTERESES ESTIPULADOS, NO EXIGE QUE TODOS LOS 
PARÁMETROS GUÍA O LA CONDICIÓN SUBJETIVA, DEBAN QUEDAR 
ACREDITADOS EN LA CALIFICACIÓN DE USURA, PARA PROCEDER A SU 
REDUCCIÓN PRUDENCIAL.”
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subjetivo, sino que tal examen debe atender a la diversidad 

de combinaciones que pueden establecerse con la 

concurrencia de los distintos factores y particularidades del 

caso que, en suma, deberán ser apreciados por el juzgador 

conforme a su libre arbitrio, quien, en su caso, deberá 

justificar la decisión respecto de la usura de los réditos 

estipulados, para proceder a su reducción prudencial.

Sentado lo anterior, del análisis integral de autos así 

como de las circunstancias particulares del caso se advierte 

que, con relación a los parámetros identificados en los incisos 

a), b) y c), acorde con el poder general para pleitos y 

cobranzas exhibido por la parte demandada, así como del 

contrato respectivo, se trata de una “******** ******* 
********
* 
******** 
********
** ** 
****** 
********
* 
******* 
** 

********”, mientras que la parte deudora es acreditado de 

dicha institución; asimismo, de conformidad con la cláusula 

tercera del mencionado contrato, el destino del crédito fue 

para capital de trabajo y/o la adquisición de bienes o servicios 

de consumo personal.

偯爠潴牡 灡牴攬 牥獰散瑯 摥 氀潳 灡狡浥瑲潳 獥污摯猠

敮  汯猠 楮捩獯猠 d), e) y f), se tiene que el monto del crédito 

ascendió en un inicio a $15,214.00 (quince mil doscientos 
catorce pesos 00/100 moneda nacional), por concepto de 
suerte principal, cuya vigencia es por tiempo 
indeterminado, suscrito el tres de marzo de dos mil 
diecisiete; además, del texto del citado contrato se advierte 

que las partes no estipularon la constitución de alguna 

garantía.

䱵敧漬  灯爠 汯  焀略  癥  慬  灡狡浥瑲漠 灲散楳慤漀  敮  敬 

楮捩獯  g), relativo a la comparación con la tasa de interés 
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empleada por las instituciones bancarias en operaciones 

similares a la que se analiza, respecto de los intereses 
ordinarios, el parámetro de referencia se calculará con datos 

publicados a junio de dos mil diecisiete28, por ser el mes 

más cercano al en que se suscribió el pagaré (tres de marzo 

de dos mil diecisiete).

Así, atendiendo a los parámetros expuestos, se 

analiza la diversidad de porcentajes que corresponden a las 

distintas tarjetas de crédito, por lo que, de los indicadores 

básicos de tarjetas de crédito publicados por el Banco de 

México en su página de internet, respecto del contrato de 

apertura de crédito en cuenta corriente, basal, se advierte 

que la cantidad más cercana a la suerte principal, es la 

reportada por Banco Inbursa, correspondiente a las tarjetas 

denominadas “clásicas”, por lo que tiene la Tasa de Interés 

Efectiva Promedio Ponderada (TEPP) más aproximada al 

capital inicial autorizado por la parte demandada, como se 

desprende de la tabla siguiente:

 Así, el parámetro para ponderar la proporcionalidad de 

los intereses ordinarios fijados en el contrato base de la 

28 Indicadores básicos de tarjetas de crédito, CAT, Banco de México (banxico.org.mx)

N
A

H
U

M
 C

A
ST

IL
L

O
 R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000018abc
18/05/29 11:18:21

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a

https://www.banxico.org.mx/publicaciones-y-prensa/rib-tarjetas-de-credito/rib-tarjetas-credito--tasas-i.html
https://www.banxico.org.mx/publicaciones-y-prensa/rib-tarjetas-de-credito/rib-tarjetas-credito--tasas-i.html


JUICIO ORAL MERCANTIL 4939/2025 III-A
SENTENCIA DEFINITIVA

JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN EL
ESTADO DE OAXACA, CON RESIDENCIA EN SAN BARTOLO COYOTEPEC.

31

acción, es 28.5%, que dividido entre doce arroja 2.375% 
mensual. 

Lo anterior, en razón de que si bien la parte enjuiciada 

es una  ******** ******* ********* ******** ********** ** 

****** ******** ******* ** ******** , que de conformidad 

con el artículo 87 B de la Ley General de Organizaciones y 

Actividades Auxiliares del Crédito,29 tiene como una de sus 

actividades habituales el otorgamiento de créditos; sin 

embargo, a juicio de quien esto resuelve, no cuenta con los 

mismos gastos que una institución crediticia como son los 

bancos, esto es, si bien tiene alguna función similar que es la 

de préstamos de dinero, no tiene el mismo personal, 

sucursales, ni tipo de clientes, circunstancia por la cual, no 

29 Artículo 87-B. El otorgamiento de crédito, así como la celebración de 
arrendamiento financiero o factoraje financiero podrán realizarse en forma habitual y 
profesional por cualquier persona sin necesidad de requerir autorización del Gobierno 
Federal para ello.
Para todos los efectos legales, solamente se considerará como sociedad financiera de 
objeto múltiple a la sociedad anónima que cuente con un registro vigente ante la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros, para lo cual deberán ajustarse a los requisitos siguientes:
(…)
Las sociedades financieras de objeto múltiple se reputarán entidades financieras, que 
podrán ser sociedades financieras de objeto múltiple reguladas o sociedades 
financieras de objeto múltiple no reguladas.
Las sociedades financieras de objeto múltiple reguladas serán aquellas que 
mantengan vínculos patrimoniales con instituciones de crédito, sociedades financieras 
populares con Niveles de Operación I a IV, sociedades financieras comunitarias con 
Niveles de Operación I a IV o con sociedades cooperativas de ahorro y préstamo con 
Niveles de Operación I a IV; aquellas que emitan valores de deuda a su cargo, 
inscritos en el Registro Nacional de Valores conforme a la Ley del Mercado de Valores 
en términos de lo previsto en el párrafo siguiente; y aquellas que obtengan la 
aprobación de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en términos del artículo 87-
C Bis 1 de esta Ley, para ajustarse al régimen de entidad regulada, que no se sitúen 
en alguno de los demás supuestos contemplados en este párrafo; y estarán sujetas a 
la supervisión y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de esta Ley, sin perjuicio de las 
atribuciones que esta Ley confiere a la Comisión Nacional para la Protección y 
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros en las normas aplicables.
Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se considerarán sociedades 
financieras de objeto múltiple reguladas aquéllas que emitan valores de deuda a su 
cargo, inscritos en el Registro Nacional de Valores conforme a la Ley del Mercado de 
Valores, o bien, tratándose de títulos fiduciarios igualmente inscritos en el citado 
Registro, cuando el cumplimiento de las obligaciones en relación con los títulos que se 
emitan al amparo del fideicomiso dependan total o parcialmente de dicha sociedad, 
actuando como fideicomitente, cedente o administrador del patrimonio fideicomitido, o 
como garante o avalista de los referidos títulos.
Las sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas serán aquellas que no se 
ubiquen en los supuestos de los párrafos anteriores.
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pudiera compararse con cualquiera de los bancos detallados 

en la tabla inserta; así entonces, es inconcuso que no eroga 

los mismos egresos monetarios; por tanto, se estima que lo 

justo es fijar como parámetro la Tasa de Interés Efectiva 

Promedio Ponderada (TEPP), en los términos precisados.

Por otra parte, en cuanto hace a los incisos h) e i), 
relativos a la variación del índice inflacionario nacional 

durante la vida real del adeudo y a las condiciones del 

mercado, cabe señalar que de la página de internet del 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI)30, 

específicamente, de la calculadora de inflación, se obtiene 

que el índice inflacionario nacional de marzo de dos mil 
diecisiete, mes en que se suscribió el referido contrato a 

agosto de dos mil veintiséis, mes en que subsiste el 

adeudo, y del que se puede obtener información oficial, es 

del 53.57%, con una tasa promedio mensual de inflación 

de 0.38%.31

Porcentaje mensual que debe sumarse a la tasa 

obtenida (2.375% mensual), lo que da como resultado 

2.755% mensual para los aludidos réditos.

Finalmente, en relación con el inciso j), relativo a otras 

cuestiones que generen convicción en el juzgador, y al 

elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre la 

existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o 

desventaja de la parte deudora en relación con la moral 

acreedora; cabe señalar que de las constancias de autos no 

se advierten elementos que permitan apreciar dichas 

circunstancias; sin que se desatienda que la parte 

30 https://www.inegi.org.mx/app/indicesdeprecios/calculadorainflacion.aspx 
31                     
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demandada es una  ******** ******* ********* ******** 

********** ** ****** ******** ******* ** ********, por las 

razones ya indicadas.

Luego, el resultado obtenido se toma como parámetro 

para determinar si la tasa reclamada en este asunto resulta 

usuraria o no, por lo que se estima que lo justo es fijar como 

parámetro, para establecer los intereses ordinarios, el 

resultado de la tasa obtenida, a la que se le sumó la variación 

del índice inflacionario nacional durante la vida del adeudo y 

a las condiciones del mercado, esto es, 2.755% mensual 

respecto de los intereses ordinarios.

De lo anterior se sigue que la tasa pactada en el 

contrato basal, 89.00% anual que dividido entre doce arroja 

7.416% mensual, respecto de los intereses ordinarios, 

supera en exceso la tasa obtenida, lo que de suyo implica 
una ganancia desproporcionada por el préstamo del 
dinero.

Consecuentemente, con base en lo establecido en las 

jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), 
procede inhibir la condición usuraria de los intereses en 

cuestión; por lo tanto, en atención a los parámetros antes 

analizados, se reduce prudencialmente el monto de los 
réditos, para quedar en una tasa del 2.755% mensual para 
los intereses ordinarios, para que sean acordes con las 

Tasa de Interés Efectiva Promedio Ponderada (TEPP), que 

fijaron las instituciones de crédito del sistema bancario 

nacional en la fecha más próxima a la data en que se 

suscribió el contrato respectivo ‒las que, como ya se dijo, 

tienen la presunción de no ser usurarias‒.
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Cabe señalar que con la implementación de ese 

referente no se desatiende lo establecido por la Primera Sala 

de nuestro más alto tribunal de justicia, en la jurisprudencia 

1a./J. 57/2016,32 pues si bien en dicho criterio se cita al Costo 

Anual Total (CAT) como un referente válido, lo cierto es que 

también se estableció que no es único, por lo que existe la 

posibilidad de usar, en casos como el presente, una tasa 

diferente, como es la Tasa Efectiva Promedio Ponderada 

(TEPP) para clientes totaleros y no totaleros, que es 

adecuada en tanto la establecen los bancos para 

operaciones similares a los créditos otorgados.

Luego, se acude a la Tasa Efectiva Promedio 

Ponderada (TEPP) sin referirnos al Costo Anual Total (CAT), 

ya que se estima que es más adecuada en el caso concreto 

en razón a que existe la presunción de que el crédito que 

interesa no generó para la parte enjuiciada las mismas 

erogaciones que a la institución crediticia que se toma como 

referencia, aunado que la citada TEPP refleja los réditos que, 

en promedio, se cobran en los préstamos del mercado de las 

tarjetas de crédito de aceptación generalizada, tanto a los 

clientes "totaleros" (quienes pagan mensualmente el saldo 

total de su tarjeta), como a los clientes "no totaleros", y 

además porque ese indicador refleja la compensación 

promedio que el suscriptor habría tenido que cubrir en el 

mercado financiero por el otorgamiento de un crédito cuyo 

riesgo de impago es similar al litigioso; de modo que ese 

32 Localizable en el Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, Materias Constitucional y Civil, 
Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 882, número de 
registro 2013075, que establece: “USURA. EN LA EVALUACIÓN DE LO NOTORIAMENTE 
EXCESIVO DE LOS INTERESES ESTIPULADOS, EL COSTO ANUAL TOTAL (CAT) QUE 
REPORTE EL VALOR MÁS ALTO RESPECTO A OPERACIONES SIMILARES, ES UN 
REFERENTE FINANCIERO ADECUADO PARA SU ANÁLISIS, CUANDO EL DOCUMENTO 
BASE DE LA ACCIÓN ES UN TÍTULO DE CRÉDITO. 

N
A

H
U

M
 C

A
ST

IL
L

O
 R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000018abc
18/05/29 11:18:21

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO ORAL MERCANTIL 4939/2025 III-A
SENTENCIA DEFINITIVA

JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN EL
ESTADO DE OAXACA, CON RESIDENCIA EN SAN BARTOLO COYOTEPEC.

35

referente es el más adecuado para la comparación de las 

tasas de intereses materia de la litis, tal como lo sostiene la 

tesis aislada X.C.4 C (11a.).33

Cabe precisar que, el interés ordinario materia de la 

condena, debe cuantificarse en ejecución de sentencia, a 

partir del tres de marzo de dos mil diecisiete, día en que 

fue suscrito el contrato basal y hasta la total liquidación del 

adeudo.

SÉPTIMO. Aplicación retroactiva respecto de los 
intereses ya pagados. Asimismo, toda vez que se redujeron 

los intereses ordinarios establecidos en el contrato base de la 

acción por resultar usurarios, este órgano jurisdiccional debe 

aplicar de manera extensiva tal reducción a los intereses 

pagados, pues la declaración de usura debe producir efectos 

respecto de todo el pacto al encontrarse viciado de origen y, 

por ende, necesariamente debe hacerse un ajuste respecto 

de los intereses ya pagados, lo anterior en términos de la 

jurisprudencia 1a./J. 120/2022 (11a.) y tesis 1a. I/2024 

(11a.).34

33Registro digital: 2028099; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Undécima Época; 
Materia(s): Constitucional, civil; Tesis: X.C.4 C (11a.); Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación; Tipo: Aislada; de rubro: “USURA. PARA ESTIMAR SU POSIBLE 
CONFIGURACIÓN TRATÁNDOSE DE PAGARÉS SUSCRITOS PARA GARANTIZAR EL 
PAGO DE UN CRÉDITO PERSONAL ENTRE PERSONAS QUE NO FORMAN PARTE DEL 
SISTEMA FINANCIERO, EL JUEZ DEBE ACUDIR A LOS REPORTES DE INDICADORES 
BÁSICOS DE CRÉDITO PUBLICADOS POR EL BANCO DE MÉXICO Y, EN CASO 
AFIRMATIVO, REDUCIRLOS PRUDENCIALMENTE A LA TASA EFECTIVA PROMEDIO 
PONDERADA (TEPP) QUE REFLEJE UN PUNTO MEDIO EQUITATIVO Y PROPORCIONAL 
PARA LAS PARTES CONTENDIENTES.” 

34 Registro digital: 2025503; Instancia: Primera Sala; Undécima Época; Materia(s): Civil; 
Tesis: 1a./J. 120/2022 (11a.); Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 19, noviembre de 2022, tomo II, página 1549; Tipo: Jurisprudencia; de rubro: 
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Por tanto, queda expedito el derecho de las partes 

para que en el incidente respectivo, aporten el material 

probatorio correspondiente y propongan la cantidad que 

deberá ser materia de reducción derivado de los pagos 

realizados por concepto de intereses ordinarios.

Respecto al excedente que resulte del citado 

incidente, deberá ser contemplado para el pago de los 

intereses ordinarios que se cuantifiquen en el presente 

asunto.

OCTAVO. COSTAS. No ha lugar a condenar a la 

institución demandada al pago de costas, ya que no se 

configura alguno de los restantes supuestos previstos en el 

artículo 1084 del Código de Comercio, ya que: 

• El supuesto contenido en la fracción I no se 

actualiza, porque si bien la demandada opuso excepciones y 

defensas, ofreció pruebas para intentar justificarlas, lo cual 

implica que no se ubica en dicha fracción. 

• La hipótesis contenida en la fracción II no se 

“INTERÉS USURERO. AL ACREDITARSE, LA TASA DE INTERÉS QUE ES 
REDUCIDA PRUDENCIALMENTE POR EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE 
SER APLICADA DE MANERA RETROACTIVA RESPECTO DE 
LOS INTERESES YA PAGADOS.”

Registro digital: 2028293, Instancia: Primera Sala, Undécima Época, Materias(s): Civil, 
Constitucional, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Febrero de 
2024, Tomo II, página 1441, de rubro:”USURA. LA REDUCCIÓN DE LA TASA DE 
INTERÉS POR ESTIMARSE USURARIA DEBE APLICARSE A LOS INTERESES 
PENDIENTES DE CUBRIR Y A LOS YA PAGADOS, AUN CUANDO NO HAYA SIDO 
SOLICITADO”
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surte, pues de autos se advierte que la demandada no ofertó 

instrumentos, ni documentos falsos, o testigos falsos o 

sobornados. 

• La fracción III no se actualiza, pues, el presente 

asunto no se trata de un juicio ejecutivo. 

• No se actualiza la fracción IV del artículo, porque 

no se han pronunciado dos sentencias. 

• Tampoco se actualiza la fracción V, en virtud de 

que la parte enjuiciada no hizo valer defensas, excepciones, 

incidentes o recursos improcedentes35.

• Además, como se indicó, a consideración de 

quien juzga, no se advierte que la parte demandada haya 

procedido con temeridad o mala fe.

Lo anterior, encuentra sustento en la ejecutoria que dio 

origen a la jurisprudencia 1a./J. 10/2013 (10a.), emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en la página 575, del libro XVIII, marzo de 2013, tomo 

1, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, registro digital: 2003008, cuyo rubro que señala: 

“COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. TEMERIDAD O 
MALA FE PARA SU CONDENA, CONFORME AL 

35 Tesis: 1a./J. 9/2013, Época: Décima Época, Registro: 2003007, Instancia: Primera 
Sala , Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, Materia(s): Civil, Página: 574, de rubro: 
“COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL TÉRMINO 
"IMPROCEDENTES" A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN V, DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO.”
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ARTÍCULO 1084, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO.”

Así como de la diversa jurisprudencia l.11o.C J/4, 

sustentada por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, tomo XXII, octubre de 2005, página 

2130, materias(s): Civil, Novena Época, registro digital: 

177044, de rubro siguiente: “COSTAS. CONCEPTO DE 
TEMERIDAD O MALA FE PARA DECRETAR SU 
CONDENA.”

Así, a la luz de las constancias del juicio de origen en 

cuanto a la conducta de las partes, en este caso, por ser la 

que interesa, de la demandada, no se advierte que hubiera 

litigado sin justa causa; opuesto excepciones que, a priori, 

sabía que resultarían improcedentes, ni ofrecido pruebas 

impertinentes o desplegado alguna conducta para dilatar el 

procedimiento.

Por tanto, se considera que la demandada litigó con 

justa causa en la medida que acudió en ejercicio de su 

legítimo derecho de defensa y audiencia a contestar la 

demanda opuesta en su contra; garantías consagradas por 
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los artículos 14 y 16 constitucionales, y en el numeral 8,36 

punto 1, de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos.

En este sentido, si del análisis de las constancias del 

juicio no existe acto que revele una conducta temeraria por 

parte de la demandada, ni que hubiera actuado de mala fe, 

entonces, no procede condenarla al pago de costas.

Por lo expuesto y fundado, se, 

R E S U E L V E :

PRIMERO. Es procedente la vía oral mercantil en la 

que la parte actora  ***** ***** ********, acreditó 

parcialmente su acción, mientras que la institución 

demandada  ********** ************** ******** 

******* ********* ** ******* ********* ******** 

********** ** ****** ********* ******* ** ********, 

demostró algunas de sus excepciones.

 SEGUNDO. Se absuelve a la demandada, a anular o 
cancelar el contrato de apertura de crédito en cuenta 
corriente, de tres de marzo de dos mil diecisiete, número 

************.

TERCERO. Se condena a la parte demandada al 

ajuste de los intereses ordinarios, a razón de una tasa 

reducida del 2.755% mensual, en términos de los 

considerandos sexto y séptimo de este fallo; la 

cuantificación de los intereses se reserva para la fase de 

36 ARTÍCULO 8. Garantías Judiciales
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.
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liquidación de sentencia, previo trámite del incidente 

respectivo.

CUARTO. Se absuelve a la demandada del pago de 

gastos y costas.

Notifíquese esta resolución en términos de lo 
dispuesto en los artículos 1390 bis 22, 1390 bis 38 y 1390 
bis 39 del Código de Comercio. 

Así lo resolvió y firman electrónicamente Guadalupe 
Servando Quiroz Ayuso, Juez de Distrito en Materia 

Mercantil Federal en el Estado de Oaxaca, con residencia en 

San Bartolo Coyotepec, quien actúa en unión de Nahum 
Castillo Ruiz, secretario que autoriza y da fe. 

Se da fe de que la presente sentencia se incorporó al expediente electrónico que 
obra en el SISE; asimismo, se certifica que el archivo electrónico correspondiente coincide en 
su totalidad con las presentes constancias físicas. Conste.

El(la) suscrito(a) actuario(a) hace constar que las notificaciones correspondientes a la 
presente sentencia fueron debidamente digitalizadas y vinculadas al expediente electrónico. 
Doy fe.
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Ruiz, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado de Distrito en Materia
Mercantil Federal en el Estado de Oaxaca, hago constar y certifico que en
esta versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


